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Reunión celebrada el día 18 de octubre de 2011 


(Asisten autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto) 


SEÑOR PRESIDENTE (Pardiñas).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 42) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a las autoridades del 
Ministerio de Economía y Finanzas, señor Ministro, economista Fernando Lorenzo; señor Director General 
de Secretaría, profesor Pedro Apezteguía; señor Director de la Unidad de Presupuesto, economista Michael 
Borchardt, y los asesores, contadora Susana Díaz y economista Gabriel Papa; y a las autoridades de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, señor Director, economista Gabriel Frugoni; señor Subdirector, 
economista Jerónimo Roca y señora Directora de Presupuesto, contadora Ángela Medina. 


Esta Comisión tiene a su consideración las modificaciones introducidas por la Cámara de Senadores al 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al Ejercicio 
2010, e invitamos a las autoridades a fin de recabar la opinión que les merecen. 


Queremos aclarar que en la página 45 del comparativo que fue entregado a los señores Diputados -en el que 
figura el texto remitido por el Poder Ejecutivo, el aprobado por la Cámara de Representantes y el aprobado 
por la Cámara de Senadores- con respecto al artículo 103, aprobado por la Cámara de Representantes, se 
establece que fue suprimido por la Cámara de Senadores, pero, en realidad, corresponde al artículo 105; el 
contenido del artículo es el mismo, pero hay un cambio en la numeración. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, queremos expresar que luego 
de la tramitación en la Cámara de Senadores, el proyecto remitido a la Cámara de Representantes 
tiene un reducido número de modificaciones a la normativa que ya había sido aprobada por ella y, en 
todos los casos, las modificaciones introducidas por el Senado cuentan con nuestro respaldo y con una 
opinión favorable por parte del Poder Ejecutivo. 


Tratando de no ser exhaustivos, podemos señalar la naturaleza de algunos de los cambios introducidos y 
realizar algunos comentarios sobre ellos. 


Se han introducido algunos cambios referidos a la normativa de compras. Para referirse a ellos, solicito que 
se dé la palabra al profesor Apezteguía, que es quien ha seguido más de cerca el proceso de aprobación de 
esta norma. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Creemos que el trámite que ha tenido el proyecto de ley en lo relativo al 
capítulo de compras, luego de algunas modificaciones que se realizaron en la Cámara de Senadores, ha 
permitido perfeccionarlo, atendiendo un conjunto de sugerencias que realizó el Tribunal de Cuentas 


que, de alguna manera, por el tiempo que dispuso esta Cámara para su tratamiento, en su oportunidad 
no fue contemplado. 


Consideramos que el cambio más significativo que se ha planteado consiste en la eliminación de la 
posibilidad que esta Cámara votó de una ampliación suplementaria de las licitaciones. Se había planteado que 
por encima del límite de la ampliación del ciento por ciento pudiera haber con carácter excepcional y en 
determinadas condiciones, una nueva ampliación por igual cantidad. Finalmente, esa norma no fue incluida 
por el Senado en el proyecto aprobado. 


Por otra parte, se hicieron algunas modificaciones con respecto a la tramitación de los asuntos de urgente 
consideración por parte del Poder Legislativo, a satisfacción del Tribunal de Cuentas. 


Con ello, creemos que lo aprobado constituye un cuerpo lógico que se inserta adecuadamente dentro de los 
objetivos que inicialmente se había planteado el Poder Ejecutivo y que se habían expuesto en su momento en 
esta Cámara. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Otras modificaciones aprobadas por el Senado, que 
merecerían un comentario inicial de mi parte, tienen que ver con el actual artículo 171, que autoriza al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería a apoyar el proyecto del Parque Tecnológico de Pando, con previo 
acuerdo del Ministerio de Economía y Finanzas. En ese sentido, aunque se entendía que se disponía de 
normativa necesaria, a fin de que no quedaran dudas al respecto este Ministerio planteó solicitar la 
autorización expresa para que el Ministerio de Industria, Energía y Minería pudiera apoyar el proyecto del 
Parque Tecnológico de Pando. 


A nuestro juicio, el artículo 187 propuesto por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, aprobado por el 
Senado, establece una normativa importante, ya que faculta al Poder Ejecutivo a extender la reglamentación 
general que se aplique o se aplica en todo el país al transporte urbano del departamento de Montevideo. Esta 
norma permite homogeneizar el tratamiento en materia de subsidios al boleto del Gobierno nacional, en 
particular, al boleto de estudiante. Básicamente, se elimina la actual normativa, que tiene que ver con la 
modalidad que se estaba utilizando para subsidiar desde el Gobierno nacional el boleto urbano y suburbano 
en el departamento de Montevideo. Reitero: esta es una normativa importante, porque tiende a extender y 
homogeneizar el tratamiento en materia de subsidio que el Poder Ejecutivo presta al boleto de estudiante. 


En el caso de los artículos contenidos en el Inciso del Ministerio de Educación y Cultura, quiero mencionar 
dos que merecen comentario especial. Uno es el artículo 195, aprobado por el Senado, que básicamente 
introduce cambios en las modalidades de contratación, sobre todo en los plazos y procesos de renovación 
específicos para TVEO y el SODRE, a fin de manejar las realidades técnicas y ocupacionales del personal 
que presta funciones en una y otra institución. Si bien esto constituye un apartamiento de la normativa 
general, a nuestro entender, está perfectamente justificada por la especificidad de estos organismos. 


En el artículo 203 se establece la creación de un fideicomiso, que permitirá al SODRE una más adecuada 
administración de los recursos, de cara a la prestación de los servicios y actividades que se realizan en esa 
Institución. Sin lugar a dudas, lo que esta normativa habilita en lo que tiene que ver con estas modalidades de 
ejecución, redundará en un impulso al proyecto cultural que está llevando adelante en los últimos tiempos el 
SODRE en algunas áreas, con mucho éxito. 


A continuación, voy a hacer un comentario específico sobre el presupuesto de la Administración Nacional de 
Educación Pública. 


En el artículo 246 se habilita una partida de $ 120:200.000, que tiene como destino el Rubro 0 en 2011, y su 
utilización para su funcionamiento de 2012 a 2014. Este es un artículo importante porque permite que la 
ejecución 2011 sea compatible con las ejecuciones correspondientes a los años subsiguientes, de acuerdo con 
las dotaciones de recursos que dispondrá la ANEP. 


En el caso de ASSE, se han incorporado tres artículos. En primer lugar, el artículo 259, a través del cual se 
incorporan partidas adicionales del Grupo 0 para poder ser ejecutadas como contratos por comisiones de 
apoyo. Esto es para facilitar aspectos de manejo de las contrataciones en ASSE. 


El artículo 265 tiene especial relevancia, porque a través del mismo se faculta a ASSE a transponer hasta $ 
100:000.000 de Funcionamiento a Retribuciones. Esto es una transposición que resulta indispensable para 
avanzar en materia de contrataciones y manejo de personal en la institución. 


En el artículo 268, en el Capítulo de "Recursos", hay una normativa que introdujo el Senado a propuesta del 
Ministerio de Economía y Finanzas que, básicamente, asimila a la operativa crediticia de líneas de crédito 
que el Gobierno puede recibir del Fondo Latinoamericano de Reservas -que integramos- una normativa de 
registración y de operación similar a la que está en vigencia con el Fondo Monetario Internacional. De esta 
forma, no se aplica la normativa específica aprobada para el FLAR. La explicación de esto es relativamente 
simple. 


Cuando el Fondo Monetario Internacional otorga un crédito a la República, es recibido por el Banco Central 
pero es utilizado directamente por el Gobierno y no se registra como crédito del Banco. Si bien pasa a través 
del Banco Central, no se registra como un crédito y, por lo tanto, no utiliza el espacio que la ley dio al 
Gobierno para utilizar créditos de la Institución. No obstante, en la normativa vigente con el Fondo 
Latinoamericano de Reservas -que esencialmente tiene las mismas características-, la operativa es que los 
fondos que hoy recibe el Banco Central se cuentan como crédito de la Institución hacia el Gobierno. Si 
tuviésemos la misma operativa con el Fondo Monetario Internacional que con el Fondo Latinoamericano de 
Reservas, tendríamos una realidad distinta. En un caso, estaríamos utilizando crédito autorizado por la Carta 
Orgánica del Banco Central del Uruguay y, en otro caso, no. Sería una operación directa del Fondo al 
Ministerio, algo que refleja de mejor manera la realidad. Además, el que necesita asegurar en este momento 
altos niveles de liquidez para garantizar el funcionamiento presupuestal y financiero es el Gobierno porque el 
Banco Central tiene elevadísimos niveles de liquidez. Eso no es algo que merezca atención en momentos de 
incertidumbre internacional. Hay que asegurar que los niveles de liquidez y de líneas de crédito contingentes 
sean abundantes y suficientes en el Gobierno. Esta es la justificación de esta normativa. 


Por otra parte, hubo cambios en las normas referidas a las donaciones especiales. El Senado consideró 
inadecuado fijar un tope total para el volumen de recursos -algo que también habíamos escuchado en la 
Comisión de la Cámara de Representantes- que podrían estar implicados en las donaciones especiales. 
Además, el Senado entendió conveniente establecer una separación entre las instituciones que reciben fondos 
por donaciones especiales y aquellas que perciben subsidios y subvenciones. Sin embargo, a diferencia de la 
propuesta original del Poder Ejecutivo, se establece que esto es opcional y no taxativo. Las instituciones 
deciden en cuál de los dos regímenes actúan. 


Luego, hay un conjunto de modificaciones a la operativa de la tramitación de las donaciones especiales que 
hacen, básicamente, a una forma de ejecutar este tipo de proyectos. El Senado entendió que eran más 
adecuados que los enviados por el Poder Ejecutivo y que lo aprobado por la Cámara de Representantes. 


En el caso de las "Disposiciones varias", en la parte final del proyecto, hay dos normativas que merecen 
nuestro comentario. Una, está contenida en el artículo 284 que, básicamente, soluciona un problema que se 
plantea ante la existencia legal de la ANDE, pero que hoy todavía está siendo administrada por las mismas 
autoridades de la Corporación Nacional para el Desarrollo. En este caso, era importante realizar una clara 
separación de derechos y obligaciones entre las dos instituciones porque están siendo administradas 
conjuntamente por la misma organización, pero son patrimonios separados. Además, los derechos y 
obligaciones que generan una y otra de estas instituciones no deberían estar confundidos, a pesar de que la 
ley facultó a que las autoridades de la CND fueran quienes administrasen la ANDE. 


En cuanto al fideicomiso en Maldondado, el artículo 279 faculta a ampliar hasta en veinte años el plazo de 
concesión del proyecto del Casino del Conrad. A su vez, esta facultad que aprobó el Senado establece que 
deberá informarse a la Asamblea General. Como ustedes saben, hay gestiones avanzadas en materia de 
planteamientos de Baluma -la empresa que administra el Casino del Conrad- en el sentido de aspirar a una 
ampliación de la concesión. En el contrato original esto no se impedía ni se facultaba a que esto ocurriera. Lo 
que se está haciendo en esta oportunidad es despejar toda duda jurídica y establecer que existe la facultad. El 
Poder Ejecutivo deberá informar oportunamente a la Asamblea General y, de esa forma, podrá llevarse 
adelante este tipo de procedimientos de ampliación. 


Hay otras normas que fueron modificadas pero, de nuestra parte, hemos mencionado las de mayor relevancia. 
Quedan otros cambios pero no tenemos ningún comentario para realizar. 


SEÑOR ABDALA.- Corresponde agradecer al señor Ministro su comparecencia y las explicaciones 
generales y particulares que con relación a distintas modificaciones que introdujo el Senado ha 
realizado hasta este momento. Efectivamente, creo que no son exageradamente numerosas; algunas 
son importantes y otras de forma. Por lo tanto, sería demasiado pretencioso pedir al señor Ministro 
una explicación exhaustiva de cada modificación porque supongo que algunas exceden su propia 
competencia, en la medida en que hacen a aspectos de carácter formal que de pronto ni siquiera tienen 
connotación presupuestal y que corresponden a otras reparticiones de la Administración Central y del 
Presupuesto Nacional. 


Sin perjuicio de todo ello, quiero formular tres preguntas sobre tres temas que el señor Ministro ya tocó. Por 
lo tanto, sería una solicitud de ampliación de la información. 


En primer lugar, quiero referirme al sistema de compras que, como vio todo el país, fue un tema de discusión 
polémico en la medida en que se sustanció en esta instancia presupuestal de la Rendición de Cuentas, algo 
que motivó nuestra discrepancia. También en el ámbito del propio partido de Gobierno hubo reparos en 
cuanto a no darnos todos el tiempo necesario para analizar esta reforma con mayor detenimiento. 
Francamente, aprecio que las modificaciones que introdujo el Senado, en términos generales, son más bien de 
carácter formal y no tanto de carácter sustantivo. 


Como bien decía el Director Apezteguía, el Tribunal de Cuentas formuló severísimas observaciones cuando 
compareció a esta Comisión y tengo entendido que lo propio hizo en el Senado de la República. Por ejemplo, 
hay dos aspectos que a mi juicio no se modificaron de manera suficiente. Una de las observaciones que 
formuló el Tribunal tiene que ver con la concepción que este proyecto de ley contiene en cuanto a la creación 
de la Agencia de Compras y especialmente a la regulación de sus cometidos. El Tribunal de Cuentas sostuvo 
que muchos de los cometidos que esta ley pretende asignar a la Agencia de Compras, en verdad le pertenecen 
y, por lo tanto, habría por esta vía una especie de invasión de sus competencias. Advierto que en el artículo 
14 las modificaciones se limitan a decir "Administración Pública Estatal" donde decía "Organismo Público", 
pero específicamente, en cuanto a la sustancia de los cometidos que se asignan al organismo, considero que 
no hay cambio ninguno. Sería interesante conocer la opinión del Tribunal de Cuentas porque esa observación 
que este organismo realizó a esta reforma del TOCAF -que figura en la versión taquigráfica- fue muy 
concreta y contundente. 


Otra observación bastante severa que el Tribunal formuló tiene que ver con la interesante novedad del 
proceso de pregón o puja a la baja. El Tribunal sostuvo que no quedaba demasiado claro -a mi juicio sigue sin 
quedar claro- que en cada uno de estos procedimientos o en cada ocasión en que la Administración recurra a 
este mecanismo debe darse la intervención preventiva del Tribunal de Cuentas. Aquí lo que se agrega es la 
intervención previa del Tribunal de Cuentas pero a los efectos de la reglamentación del procedimiento, que es 
algo diferente. Otra cosa es la intervención del Tribunal en cada ocasión como ocurre en las licitaciones 
públicas. Esta fue una objeción que el Presidente del Tribunal de Cuentas -diría el Tribunal entero porque 
compareció integramente a esta Comisión- formuló con respecto a ese procedimiento y, a mi juicio, la 
modificación que viene del Senado no lo resuelve, por lo menos completamente. 


La segunda pregunta que queríamos formular tiene que ver con las innovaciones que aparecen en el Inciso 
correspondiente a ASSE. En efecto, como decía el señor Ministro, el artículo 265 innova en cuanto a que 
introduce una partida de $ 100:000.000 para el Rubro 0. A esta altura, todos conocemos los antecedentes de 
esa modificación. En medio de todo esto hubo un conflicto del organismo, en algunos casos con ocupación 
de los lugares de trabajo, que derivó en una especie de acuerdo. Este refuerzo presupuestal en algún sentido 
está facilitando esos entendimientos entre la Administración y los funcionarios del Servicio de Salud del 
Estado. 


Mi pregunta es qué consistencia tiene esto, en la perspectiva del señor Ministro, en el informe económico 
financiero que acompañó a la Rendición de Cuentas. En ocasión de la instancia de la Cámara de Diputados 
quedó claro que existían dos visiones totalmente contrapuestas entre el Poder Ejecutivo y el Directorio de 
ASSE, por lo menos el de aquel momento, en cuanto a la realidad presupuestal del organismo. El Poder 
Ejecutivo, con mucha solidez, alegó en el informe económico financiero -supongo que sigue vigente- que en 
los últimos años ha habido un refuerzo de dotación de recursos presupuestales de enorme importancia -sin 
duda lo hubo- para ASSE. Inclusive, argumenta que en función de la reducción de la población con cobertura 
brindada por ASSE esto determinó un aumento del gasto por usuario y, por lo tanto, una mejora de la 


dotación presupuestal desde esa perspectiva. El Mensaje del Poder Ejecutivo termina en una suerte de tirón 
de orejas al organismo. Se dice expresamente, en función de la nueva realidad presupuestal de ASSE, que es 
indispensable que esto se traduzca en mejoras de gestión y de calidad de los servicios. 


Mi pregunta es si esta partida de $ 100:000.000, que se incorpora en el Presupuesto, es algo que se debió 
haber previsto y no se previó cuando se elaboró esta propuesta presupuestal, si surgió de las realidades 
derivadas de una situación de conflicto que hubo que solucionar y sobre todo si es consistente con la 
propuesta presupuestal del Poder Ejecutivo contenida en el Mensaje original. El Poder Ejecutivo sostuvo, 
cuando mandó esta iniciativa al Parlamento, que ASSE no requería ni demandaba la más mínima asignación 
o refuerzo presupuestal y después, sin embargo, en el Senado se introdujo esta partida. Como me parece un 
cambio cualitativo, pediría al señor Ministro una explicación adicional al respecto. 


Por último, para hacer las tres preguntas que queríamos en una sola intervención, quiero referirme a los 
cambios en el sistema de donaciones, de los que habló el señor Ministro, incluidos en el artículo 269 de la 
Ley de Rendición de Cuentas. Se introduce la opción de recibir el subsidio, la subvención o eventualmente el 
beneficio de la exoneración fiscal para las empresas donantes de esas instituciones pero principalmente se 
introduce un cambio que me ha preocupado bastante -me gustaría escuchar una opinión al respecto-, que es el 
establecimiento de nuevos topes por parte del Poder Ejecutivo. Eso figura en un inciso anterior al que acaba 
de comentar el señor Ministro. 


El Senado introdujo un inciso según el cual el Poder Ejecutivo podrá introducir topes individuales -así dice el 
proyecto de ley- a los montos totales destinados a la ejecución de proyectos por este régimen. Este es un 
primer aspecto. No sé si esto quiere decir un tope al tope de $ 100:000.000, por ejemplo. Me preocupó que se 
faculte al Poder Ejecutivo a establecer topes por entidad beneficiaria y por donante de las entidades 
beneficiarias. Me da la sensación -lo digo con franqueza- de que esto implica llevar la discrecionalidad al 
extremo de lo concebible. Además, se supone que estamos hablando de disposiciones de carácter fiscal que 
son de resorte legislativo. 


En los hechos, todos sabemos que la delegación de atribuciones en esta materia o la potestad legislativa del 
Poder Ejecutivo ha funcionado por razones prácticas, pero ya el hecho de establecer mecanismos por los 
cuales el Poder Ejecutivo va a poder decir a cada empresa cuánto puede donar o a las entidades beneficiarias 
cuánto pueden recibir, parece por lo menos un exceso de discrecionalidad. Lo digo sinceramente, no 
pensando en el actual Poder Ejecutivo sino también en el que venga en el futuro, porque se supone que esta 
es una norma que va a tener la fijeza y la estabilidad que en principio tienen las normas de rango legal. Este 
cambio sí me preocupó, sin perjuicio de nuestra discrepancia general con relación al cambio de sistema, lo 
que ya debatimos con el Ministro en esta Comisión en la primera instancia de la Cámara de Diputados; no 
pretendemos robarle tiempo para volver a discutirlo ahora. Queríamos dejar planteadas estas tres preguntas. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera que el señor Apezteguía se refiera a las 
cuestiones del sistema de compras. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En su momento, en esta Comisión, tuvimos oportunidad de expresarnos con 
respecto a las competencias de la Agencia de Compras. Las competencias del Tribunal de Cuentas 
están absolutamente protegidas en la medida en que tiene la obligación constitucional de opinar sobre 
la legalidad de los procesos de ejecución del gasto, y esta norma, por supuesto, no cambia eso. 


La Agencia de Compras tiene cometidos y objetivos absolutamente distintos, que son de asesoramiento al 
Poder Ejecutivo en materia de compras estatales. Por lo tanto, este organismo depende de la Administración 
Central, de los Ministerios que la integran, mientras que el Tribunal de Cuentas es un organismo 
independiente que no rinde cuentas al Poder Ejecutivo y que opina no sobre las mejores prácticas que se 
pueden aplicar sino sobre la legalidad en la ejecución de esas prácticas, de acuerdo con lo que el Parlamento 
o las normas definen. Por tanto, se mantuvo la redacción que ya venía con respecto a los cometidos de la 
Agencia de Compras, porque lo que se hace en esta propuesta es reordenar esos cometidos que ya de alguna 
manera estaban aprobados desde, si no me equivoco, fines del año 2007. 


En lo que tiene que ver con la puja a la baja, discrepamos en el planteamiento de que el Tribunal no tiene 
intervención. El artículo 49 establece los montos de los procedimientos, con una modificación muy adecuada 
que introdujo la Cámara de Diputados al proyecto del Poder Ejecutivo para aclarar este aspecto, y determina 


los tiempos y las posibilidades de intervención preventiva del Tribunal de Cuentas de acuerdo con los montos 
de las operaciones de compra que se realicen y, por supuesto, si se lee atentamente, no solo está incluida la 
puja a la baja sino cualquier otro procedimiento de compra. 


Hay que resaltar que, de alguna manera, se introducen dictámenes del Tribunal de Cuentas a los efectos de 
ser atendidos por el Poder Ejecutivo en el momento de reglamentar cada uno de los procedimientos. Este 
artículo limita las potestades reglamentarias del Poder Ejecutivo en la medida en que, para aquellos 
procedimientos que no conoce el Poder Legislativo o que no están incluidos en los procedimientos especiales 
de compra, aquellos que no pudimos prever, se establece que el Tribunal de Cuentas deberá realizar un 
dictamen favorable. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El contenido del artículo 265 aprobado por el 
Senado y el informe económico financiero que adjuntamos al proyecto de Rendición de Cuentas, son 
perfectamente compatibles por dos razones. La primera es que la redacción actual del artículo 265 
faculta a trasponer recursos de Gastos de Funcionamiento a Remuneraciones, no amplía el crédito 
disponible sino que realiza un reajuste operativo del mismo. En ese sentido, no hay ninguna 
modificación en el volumen total de recursos. 


El segundo comentario que demuestra la compatibilidad de esta norma es que, según la información que 
aportamos y que brindó el organismo al Parlamento, el presupuesto total de ASSE en 2010 fue de $ 
14.000:000.000, por lo que una trasposición de $ 100:000.000 es un acontecimiento absolutamente marginal, 
menor, en cuanto a su capacidad de impactar en la gestión. Además, lo que se atiende es algo que en 
cualquier proceso de presupuestación puede ocurrir: que el balance entre distintos componentes de la 
presupuestación requiera realizar ajustes. En el caso de este tipo de trasposiciones -el Diputado lo sabe bien- 
ASSE no tiene normativa propia y necesita una autorización del Parlamento de la República para realizarla. 
Por lo tanto, entendemos que el artículo 265 es una colaboración. La norma colabora con la ejecución y la 
gestión en el organismo para que los mismos recursos originalmente asignados sean aplicados sobre una 
estructura de ejecución más adecuada a la realidad operativa de ASSE. 


Respecto a la tercera consulta que formulaba el señor Diputado, efectivamente, en nuestra comparecencia en 
esta Comisión defendimos el proyecto remitido por el Poder Ejecutivo porque creíamos que era la mejor 
forma de presentar el problema de administración y gestión del régimen de donaciones especiales; sin 
embargo, tanto la Cámara de Diputados como la de Senadores entendieron que nuestra propuesta no era de 
recibo y la modificaron. Nuestra propuesta tenía un tope que ha sido eliminado. No obstante, en la ejecución 
actual -que no tiene topes, aunque nosotros solicitamos que los hubiera- estamos autorizados; el Poder 
Ejecutivo está autorizado y de hecho está utilizando topes por proyectos y por volumen general de 
operaciones. Esa fue parte de la discusión planteada: si los topes debían ser fijados por el Parlamento de la 
República o se nos continuaba delegando esa facultad. Nosotros concurrimos al Parlamento con la intención 
de no usar esa facultad pero el Parlamento entiende que debemos conservarla y lo que estamos haciendo, 
simplemente, es consagrar la administración de las donaciones especiales en base a topes que es, ni más ni 
menos, una respuesta de buena administración. ¡Bueno sería que en un régimen que utiliza recursos públicos 
no tuviéramos algún sistema de rendición de cuentas y administrativo capaz de contener la cantidad de 
recursos aplicados en este régimen! Permitir topes por proyecto y por grupos de áreas sobre las que 
intervienen las donaciones especiales ofrece un instrumento de buena administración fiscal. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una precisión. 


El Ministro dijo que ambas Cámaras habían rechazado la sugerencia del Poder Ejecutivo. Esta Cámara sí 
aceptó el tope y la sugerencia del Ministro de que pusiéramos topes por grupos de actividad. Esta Cámara 
hizo los deberes en función de lo que se había discutido; el Parlamento en su conjunto es el que va a adoptar 
otra posición. 


SEÑOR IBARRA.- Quiero formular tres reflexiones. La primera es sobre el tema compras, un capítulo 
que fue analizado en profundidad en esta Comisión; inclusive, hubo diferentes opiniones no solo de la 
oposición sino de integrantes de la bancada oficialista. Sin embargo, hay que reconocer que el trabajo 
que se había realizado en la Comisión de la Cámara de Diputados a raíz de los planteamientos del 
Tribunal de Cuentas, analizados en cada una de las bancadas y votado en el plenario, mejoró 


sensiblemente la propuesta que venía del Poder Ejecutivo. Los aportes realizados fueron muy 
importantes. De todos modos, sabíamos que no llegaba a tiempo -llegó en las últimas horas de la sesión 
del Plenario- un informe que habíamos solicitado al Tribunal de Cuentas. Inclusive, algunos dijimos en 
la Cámara de Representantes que, sin duda, en el Senado las distintas bancadas iban a tener la 
oportunidad de analizar ese informe del Tribunal de Cuentas. Así se hizo y considero que se ha 
mejorado tremendamente la propuesta original proveniente del Poder Ejecutivo. Según mi opinión, no 
solo se mejora sino que se dan garantías -como ha manifestado el señor Ministro y el Director de 
Economía y Finanzas- y controles por parte del Tribunal de Cuentas. Por lo tanto, quiero destacar el 
trabajo que se hizo en ambas Cámaras sobre este tema que nos permite aprobar un Capítulo que está 
de acuerdo con el pensamiento general de este Cuerpo. 


En segundo término, con referencia al artículo 265 relativo a ASSE, ante las necesidades de dicho organismo 

y planteamientos realizados por su Dirección, algunos compañeros habíamos planteado que se podía recurrir 

a esta trasposición de $ 100:000.000 de gastos de funcionamiento para asignaciones presupuestales del Rubro 
0, Retribuciones Personales. 


Creo que es absolutamente normal que se actúe de esta manera. Inclusive, en varios artículos de esta 
Rendición de Cuentas se actuó a través de ese mecanismo -lo destaqué en su oportunidad- porque se evita 
aumentar el gasto en este momento y se trasladan recursos que permiten solucionar temas tan importantes 
como el de ASSE, vinculado a la contratación de 1.000 o 1.038 nuevos funcionarios —no recuerdo bien— 
que necesita dicho organismo. Por lo tanto, se concreta lo que con algunos compañeros habíamos planteado 
en su oportunidad. 


En tercer lugar, sobre el tema del artículo 269, Donaciones, acá también se dio una ardua discusión, no solo 
con el Ministerio, sino en las distintas bancadas y en el seno de la Comisión. En su oportunidad, planteamos 
que se ampliara el tope de $ 100:000.000 que había propuesto el Ministerio de Economía y Finanzas, dando 
la posibilidad, a través de un "Facúltese", de incrementar dicho monto hasta en un 20%. Sin embargo, los 
señores Senadores entendieron otra cosa e introdujeron modificaciones. Lo que sí lamento es que en el 
Senado se haya vuelto a aprobar -lo vaticiné- lo que propuso el Ministerio de Economía y Finanzas con 
referencia a que las entidades que reciban subsidios o subvenciones del Presupuesto Nacional deberán optar 
entre percibir el subsidio o subvención o ampararse en el beneficio previsto en la norma que estamos 
considerando. La Cámara de Diputados no votó ese inciso, el Senado entendió otra cosa; discrepo con esto, 
pero así se dan las situaciones. 


No obstante, solicito que se amplíe la información -quizás tampoco el Ministerio la tenga; en ese caso, 
hablaremos con algún Senador- sobre la última oración del artículo, donde dice: "[...] En caso que se opte por 
el beneficio de la presente norma, los subsidios o subvenciones a cuya percepción se renuncia, serán 
asignados a la Asociación Nacional para el Niño Lisiado Escuela Franklin Delano Roosevelt". Fue voluntad 
de esta Comisión incluir la posibilidad de atender la situación de la Escuela Franklin Delano Roosevelt, lo 
que se aprobó por unanimidad. Quisiera que el Ministerio me informara sobre qué posibilidades reales 
existen para que sea efectivamente atendida esta institución que, como todos sabemos, hace una obra muy 
importante desde hace décadas. Interpreto que en este caso existe alguna posibilidad de que esta Escuela esté 
amparada no únicamente por el artículo 78, relativo a donaciones, sino también por lo que respecta a los 
subsidios que otorga este Parlamento nacional en las distintas oportunidades en que se estudia el Presupuesto 
Quinquenal o las Rendiciones de Cuentas. 


No obstante estas observaciones, más allá de la aclaración que acabo de solicitar, entiendo que deberíamos 
aprobar, en su oportunidad, estas modificaciones planteadas por el Senado de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a reforzar la pregunta que hizo el señor Diputado Ibarra sobre este tema. 
Creo que lo que está planteando este artículo es que aquellas organizaciones que opten por el sistema 
de donaciones y estén recibiendo subsidios o subvenciones, al renunciar a este beneficio -porque es lo 
que tienen que hacer-, ese cupo de subsidios y subvenciones pase directamente -y así lo instituye el 
Ministerio de Economía y Finanzas- a la Escuela Franklin Delano Roosevelt. 


SEÑOR ASTI.- Quiero complementar lo que dijo el señor Presidente, en el sentido de que eso es así en 
caso de que la Escuela Franklin Delano Roosevelt no opte por las donaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La información solicitada por el señor 
Diputado Ibarra está contenida tanto en la explicación brindada por el señor Presidente, como por el 
señor Diputado Asti. 


De todos modos, quiero decir al señor Diputado Ibarra que confiamos en que este mecanismo permita atender 
esa realidad. Si no fuera así, trabajaremos para encontrar alguna solución alternativa porque valoramos 
mucho la propuesta de incluir a la Escuela Franklin Delano Roosevelt en este mecanismo o en otro que 
permita apoyar esta institución desde fondos públicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia de las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas, y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y asesores. 


(Se retira de Sala la delegación integrada por autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas, y la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y asesores) 


Corresponde definir la aceptación o el rechazo de las modificaciones introducidas por el Senado al 
proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. En la sesión anterior habíamos acordado realizar las 
coordinaciones correspondientes pensando en convocar a una Sesión Especial de la Cámara para el próximo 
martes, a la hora 10, a fin de considerar en el plenario el informe de la Comisión. Estamos a lo que disponga 
la Comisión. 


(Diálogos) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se aceptan las modificaciones introducidas por el Senado 
al proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal-Ejercicio 2010. 


(Se vota) 


———Nueve en quince: AFIRMATIVA. 


SEÑOR BERNINI.- La bancada del Frente Amplio propone al señor Diputado Pardiñas como 
miembro informante. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Quiero dejar constancia de que el Partido Colorado ha votado en 
forma negativa. Elaborará su informe y su miembro informante será el señor Diputado Gloodtdofsky. 
A su vez, solicitamos la anuencia de la Comisión para que el señor Diputado Sander, que es delegado de 
sector, pueda acompañar con su firma el informe. 


SEÑOR POSADA.- El artículo 132 se refiere a los delegados de sector. Lo que corresponde es que al 
final del informe se incluya una constancia en el sentido de que el delegado de sector lo acompaña. 


(Diálogos) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 132. 

(Se lee:) 

"En casos especiales, y a solicitud de la Comisión a la que pase un asunto, el Presidente deberá integrarla con 
otros Representantes.- Todo sector político que no esté representado en una Comisión tendrá derecho a 
hacerse oír en ella por intermedio de un delegado que, al efecto, indicará al Presidente de la Cámara. Este 


delegado, que recibirá la misma documentación que los miembros, no tendrá voto en las decisiones de la 
Comisión, pero sus opiniones se consignarán en el informe si así lo solicita". 


SEÑOR ABDALA.- Puedo mencionar un antecedente reciente de la Comisión de Hacienda, sin 
perjuicio de que hay otros en esta Legislatura y en la anterior, por lo menos. 


Lo que el artículo que acaba de ser leído consagra en los hechos se ha concretado por la vía de que los 
delegados de sector firmen el informe que quieran acompañar y a continuación de su firma se deja constancia 
de que es al amparo de la disposición que acaba de ser leída. Sugiero que en este caso se aplique el mismo 
criterio y solicito, de paso, que se me conceda la misma posibilidad para acompañar el informe del Partido 
Nacional. 


SEÑORA CABALLERO.- El Partido Nacional, que ha votado negativamente las modificaciones 
establecidas por la Cámara de Senadores, ha resuelto designar como miembro informante a la señora 
Diputada Piñeyrúa. 


SEÑOR POSADA.- El Partido Independiente, que también ha votado negativamente las 
modificaciones propuestas por el Senado, va a elevar un informe con mi firma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En resumen: el informe del Frente Amplio será presentado por quien habla; 
el del Partido Nacional, por la señora Diputada Piñeyrúa con la firma del delegado de sector, el señor 
Diputado Abdala; el del Partido Colorado, por el señor Diputado Gloodtdofsky con la firma del 
delegado de sector, el señor Diputado Sander, y el del Partido Independiente, por el señor Diputado 
Posada. 


Me indica la Secretaría que los informes deben ser presentados antes del día jueves a la hora 12, a fin de que 
se puedan realizar los repartidos a tiempo para la convocatoria de la Cámara. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 10 y 44) 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


